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El Supremo Gobierno, atendiendo a las consideraciones que se expondrán a continuación, y considerando las implicancias económicas que involucra la falta de regulación o control sobre los precios que las empresas eléctricas cobran a sus usuarios por servicios asociados al suministro que, en la actualidad, no se encuentran sujetos a fijación tarifaria, ha estimado indispensable proponer una iniciativa legal que establezca un mecanismo que permita la fijación de precios para dichos servicios. 


Dicho mecanismo deberá operar, según se describe más adelante, en aquellos casos en que las condiciones de competitividad del mercado impidan que los valores respectivos sean determinados libremente, sin generar las distorsiones o cobros abusivos que se observan en la actualidad.  





I.	ANTECEDENTES.


Mediante este proyecto de ley, el Ejecutivo atiende con prontitud a lo requerido por la H. Comisión Resolutiva, en su Resolución Nº 531, del pasado 28 de octubre. 


En dicho dictamen, luego de una larga investigación realizada por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y la Comisión Nacional de Energía, relativa a los cobros que las empresas concesionarias de distribución de energía eléctrica efectúan por servicios anexos al suministro propiamente tal, resolvió:


"Que en ejercicio de las atribuciones que le otorgan las disposiciones legales antes citadas -artículos 5º inciso final y 17 letra d) del D.L. Nº 211, de 1973-, solicita del Supremo Gobierno su patrocinio para que se modifique el D.F.L. Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería, en el sentido de que se faculte a la autoridad, en caso de que existiere una calificación expresa de esta Comisión Resolutiva, en cuanto a que las condiciones del mercado no son suficientes para garantizar un régimen de libertad tarifaria, para fijar los precios o tarifas de los servicios relacionados con el suministro eléctrico de acuerdo con las bases y procedimientos que determine la ley, sin perjuicio de que, en todo caso, si las condiciones del mercado cambiaran y existiere un pronunciamiento favorable de esta Comisión Resolutiva, los servicios puedan dejar de estar afectos a fijación de tarifas.".


La materia en cuestión, develada a propósito de los cobros por arriendo y conservación de equipos de medida, reviste un alto interés para los usuarios. 


En efecto, generalmente éstos soportan un incremento importante en la tarifa que deben pagar por recibir el suministro eléctrico, al sumarse a ésta cobros por los más diversos conceptos, cuyos valores son fijados unilateralmente por la empresa suministradora, sin que aquellos tengan la opción real de contratar tales servicios con un prestador diferente de la respectiva concesionaria.


La situación descrita, además de implicar una carga muchas veces abusiva o arbitraria para el consumidor, introduce importantes distorsiones al modelo económico en que se sustenta el régimen tarifario vigente en materia de electricidad, al permitir que las empresas trasladen o carguen cualquier disminución en el cargo fijo u otro elemento de las tarifas fijadas por al autoridad, a los precios que cobran por estos servicios anexos.











II.	EL RÉGIMEN VIGENTE.


Conforme al artículo 90 del D.F.L. Nº 1, de 1982, de Minería, sólo están sujetos a fijación de precios ciertos suministros de energía eléctrica. En otras palabras, el régimen tarifario vigente en materia eléctrica sólo permite a la autoridad fijar tarifas máximas para el suministro de energía eléctrica, excluyéndose todo otro servicio asociado a esa prestación que las mismas empresas distribuidoras proporcionen a sus usuarios.


No obstante, debe señalarse que la tarifa de distribución que se fija a las empresas concesionarias, reconoce entre sus elementos configuradores el denominado "cargo fijo", constituido por aquellos costos fijos por concepto de gastos de administración, facturación y atención al usuario, independientes de su consumo, según lo establece el artículo 106 Nº 1 del mismo cuerpo legal citado. 


Sin embargo, no existe disposición alguna que determine el alcance de los servicios de atención al usuario que se pagan mediante este cargo fijo.


Hay que considerar, sin embargo, que el artículo 116 inciso 2º de la ley referida, al definir las entradas de explotación, diferencia aquellos ingresos provenientes de la aplicación de las tarifas correspondientes al suministro -en que se incluye el cargo fijo-, de aquellos provenientes de la ejecución y retiro de empalmes, reposición de fusibles, desconexión y reconexión de servicios, y colocación, retiro, arriendo y conservación de equipos de medida.


En consecuencia, el análisis de ambas normas permite afirmar que los servicios arriba referidos no forman parte del cargo fijo, sino que constituyen ingresos diferentes que las empresas perciben a precio libre o no regulado.


1.	Los servicios no sujetos a fijación de precios.


El conjunto total de servicios no regulados que prestan las concesionarias de distribución eléctrica, es vasto. Sin embargo, dentro de éste, pueden distinguirse dos grupos de servicios:


a)	Servicios no regulados contemplados en el artículo 116 del D.F.L. Nº1, y cuyos ingresos se consideran para la verificación de la rentabilidad de la industria a que hacen referencia los artículos 108 y 110 del mismo cuerpo legal. Estos servicios son: arriendo y conservación de equipos de medida; colocación y retiro de equipos de medida; ejecución y retiro de empalmes; desconexión y reconexión de servicios.


b)	Servicios no contemplados en la categoría anterior, pero que sí son ofrecidos, ejecutados y cobrados por las concesionarias. Entre otros, se incluyen en esta categoría servicios como el arriendo y conservación de interruptores horarios, transformadores de medida y empalmes monofásicos; el resellado de cajas de empalme; la verificación de lectura; la inspección de servicios a pedido del cliente; el cambio de interruptores; el duplicado de boletas o facturas; la revisión, calibración y sellado de equipos de medida.


2.	Evolución del control de los servicios de precio no regulado.


Los controles ejercidos sobre las tarifas de servicios asociados a la distribución de electricidad y que no corresponden al suministro propiamente tal, han ido cambiando a través del tiempo.


Históricamente, se aplicó un régimen de precios fijados, que incluso se mantuvo con el Decreto Nº 522, de octubre de 1973, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que dejó sin efecto los precios fijados para la mayor parte de los artículos y servicios.


Mediante la Resolución Nº 100, de 1981, de la citada Secretaría de Estado, se sustituyó el régimen de precios fijados, por un régimen de precios informados. En tal contexto, eran determinados por cada empresa; pero previo a su aplicación, debían ser comunicados a Dirinco con el respectivo estudio de costos. Dicho organismo tenía la facultad de pasarlos a la lista de precios fijados, si determinaba que ellos eran abusivos.


En diciembre de 1989, se derogó el Decreto Nº 522 de 1973 y sus modificaciones. A consecuencia de ello, los precios de los servicios asociados a la distribución de electricidad distintos del suministro, quedaron libres de cualquier tipo de control por parte de la autoridad.


Finalmente, a través del Oficio Circular Nº1265 del 16.04.90, aún vigente, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles estableció la obligatoriedad para que las concesionarias de servicio público de distribución eléctrica informen cada modificación que realicen a sus tarifas o precios de servicios no regulados.





3.	Caso particular. Arriendo y conservación de medidores.


Como se ha insinuado, la importancia social de los cobros a que se hace referencia en este punto, radica en que además del cargo fijo determinado según los procedimientos de tarificación contemplados en la ley, los clientes normalmente deben pagar un cargo por mantención o conservación (según denominación de las propias empresas), o un cargo por arriendo. 


En consecuencia, el verdadero nivel del cargo fijo para el usuario, está determinado en definitiva por la adición al mismo de una de las componentes anteriores.


De este modo, con la existencia de estos cobros libres, se corre el riesgo de que por la simple vía de aumentar los precios de arriendo y conservación, las empresas puedan recuperar cualquier rebaja de tarifas que se establezca en un proceso tarifario. Con ello, obviamente, no se está entregando la señal de eficiencia que el espíritu de la legislación contempló y que se considera el económicamente correcto.


Más aún, en la tabla que sigue se puede observar cómo la rebaja tarifaria al llamado "cargo fijo" producida en el último proceso tarifario, fue amortiguada con la variación, en sentido inverso, de otras dos componentes -arriendo o conservación- de la facturación efectiva al cliente.





EMPRESA�
CIUDAD�
VARIACIÓN OFICIAL


CARGO FIJO�
VARIACIÓN REAL


CARGO FIJO + ARRIENDO�
VARIACIÓN REAL


CARGO FIJO + CONSERVACIÓN�
�
CHILECTRA�
Santiago�
-28,33%�
-13,66%�
-16,84%�
�
CHILQUINTA�
Valparaiso�
-36,46%�
-20,61%�
-26,12%�
�
CGE�
Concepción�
-28,33%�
-14,92%�
-21,50%�
�
FRONTEL�
Angol�
-27,70%�
-16,03%�
-23,33%�
�
SAESA�
Valdivia�
-27,70%�
-16,03%�
-23,33%�
�
Nota: Se muestran las variaciones en el período septiembre 1996 - agosto 1998 en moneda real para un cliente BT-1 en las ciudades indicadas.





Como puede observarse, voluntaria o involuntariamente, la ley fue parcialmente eludida porque, en todos los casos, la rebaja efectiva es menor que la rebaja dispuesta en la tarifa legalmente fijada. La diferencia entre una y otra, es el caso de las empresas señaladas, alcanza hasta un 15,85%.


En la materia de la especie, se debe tener presente, además, que la ley establece, en su artículo 82, que "Es deber de todo concesionario de servicio público de cualquier naturaleza mantener las instalaciones en buen estado y en condiciones de evitar peligro para las personas o cosas, de acuerdo a las disposiciones reglamentarias correspondientes.".


Similar criterio mantiene el artículo 107 del D.S. 327/98, de Minería, Reglamento General de Servicios Eléctricos, recientemente en vigencia.


Lo anterior responde al concepto de obligación de servicio regular y continúo a que están sujetas las concesionarias de distribución, obligación que incluye la mantención de los elementos necesarios para el cabal cumplimiento de la misma. 


Ahora bien, la definición de empalme se encuentra en la Norma NCH Elec. 12/87 Electricidad. Empalmes Aéreos Monofásicos, Decreto Nº196 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, publicado en el Diario Oficial el 26.08.87. Dicha norma define "Empalme", en su punto 4.1.3., como el "Conjunto de elementos que conectan una instalación interior a la red de distribución. Está formado por la acometida, la bajada, el equipo de medida y las respectivas protecciones".


De este conjunto de disposiciones, se aprecia que los concesionarios deben efectuar el mantenimiento de los empalmes y por consiguiente de los medidores, dado que éstos son parte del empalme. 


En consecuencia, para el servicio de mantención o conservación de equipos de medida, en la práctica no existe un mercado competitivo en operación, ya que constituye una obligación del concesionario que, sin embargo, no posee una tarifa fijada.


Adicionalmente, de acuerdo a las investigaciones realizadas por la Superintendencia del ramo, es posible constatar fuertes diferencias en los precios cobrados por las concesionarias para los servicios de arriendo y conservación de medidores. 


En efecto, considerando el total de empresas distribuidoras, en el caso de la conservación, las diferencias de precios cobrados llegan hasta a 16,6 veces; y a 7,2 veces en el caso del arriendo. Estas diferencias resultan difíciles de explicar desde el punto de vista de los costos, cuando se trata de un mismo tipo de medidor. Más aún, tampoco se aprecia una correlación importante entre la dispersión geográfica de los clientes o su localización, y el nivel de los cobros asociados.


Por otra parte, las investigaciones han demostrado que no existe un criterio técnico homogéneo respecto de lo que se entiende por conservación de medidores, ni existe una relación directa entre un mayor cobro por conservación y la realización de actividades de conservación más onerosas.


Así, por ejemplo, algunas empresas contemplan en este ítem la calibración o el reemplazo de accesorios; otras, la revisión completa del equipo de medida; otras, el reemplazo del medidor, y algunas, el pintado de la caja, la revisión de sellos, y la "revisión ocular".


En este mismo orden de consideraciones, de acuerdo a la información recabada por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, fabricantes de medidores con tecnología tradicional electromecánica, acreditan en sus catálogos que el medidor simple de energía no requiere mantenimiento. Si además se considera la existencia de medidores electrónicos en el mercado, cuya precisión y durabilidad supera con creces la de los medidores magnéticos o electromecánicos, la necesidad de conservación es menos comprensible aún. En particular, existen medidores que aseguran una vida útil de 20 años, sin necesidad de mantenimiento.


En consecuencia, existen razones técnicas que permiten dudar fundadamente de la necesidad de realizar alguna actividad de conservación a los equipos de medida.


Ahora bien, en el caso de las rentabilidades obtenidas por arriendo de medidores, las investigaciones realizadas han permitido su determinación en base a los valores informados por las mismas empresas. 


En la tabla siguiente, puede apreciarse dicha rentabilidad considerando como costo de inversión para el medidor el precio de venta a público en el comercio ($18.644). Asimismo, se indica la rentabilidad en el caso de considerar que por la compra de un número importante de medidores se obtenga un descuento del 15% en el precio. En este caso se trata de un medidor marca Schlumberger, con una vida útil de 30 años.





RENTABILIDADES ANUALES PERCIBIDAS POR EL ARRIENDO DE MEDIDORES





EMPRESA�
SCHLUMBERGER�
SCHLUMBERGER (-15%)�
�
CHILECTRA�
36.36%�
42.78%�
�
C.G.E.�
35.52%�
41.80%�
�
CHILQUINTA�
37.14%�
43.69%�
�
SAESA�
29.98%�
35.28%�
�
FRONTEL�
29.98%�
35.28%�
�



Como puede observarse, las rentabilidades de estas prestaciones distan mucho del 10% que la Ley General de Servicios Eléctricos contempla para todas las actividades del sector sometidas a fijación de precios (artículos 106 N°3 y 108 inciso 2° del D.F.L. N°1, de 1982, de Minería).


4.	Inexistencia de alternativas reales.


	Resulta ilustrativo, para efectos de anotar la inexistencia de alternativas reales para los usuarios, describir el caso en que un cliente desee instalar un medidor de su propiedad en su empalme, constatado por las investigaciones de la SEC. 


En dicha eventualidad, una empresa como Chilectra establece al cliente las siguientes condiciones: i) el medidor debe ser llevado a los laboratorios de la Inmobiliaria Manso de Velasco S.A. (no a otra empresa), para que ésta calibre el medidor (pese a tratarse de un medidor certificado por un organismo técnicamente autorizado); ii) la instalación del medidor la realiza la mencionada empresa. Por ello cobra un total de UF 1,751, en el caso del medidor simple de energía para un cliente residencial o tipo BT-l. Si el cliente opta por comprar el medidor a la concesionaria, el valor final de dicho medidor instalado es de UF 2,740.


De este modo, considerando un medidor cuyo valor de mercado aproximado es de UF. 1,280, si el cliente desea instalar su propio medidor, termina pagando un total de UF. 3.031, mientras que la concesionaria respectiva le cobra UF. 2,740.


Por tanto, es obvio que en estas condiciones a ningún cliente de Chilectra le conviene comprar su propio medidor e instalarlo, a menos que esté dispuesto a perder UF 0,291 (alrededor de $4.219 o un 23% del valor del medidor).





III.	EL REGIMEN VIGENTE PARA OTROS SERVICIOS PÚBLICOS.


1.	Servicios sanitarios.


En el caso de la legislación de servicios sanitarios, el D.F.L. Nº70 de 1988 y sus modificaciones, en su Título III "Otros cobros y disposiciones varias", artículo 21, inciso 10, establece: 


"Los precios a cobrar por las prestaciones asociadas a la entrega de los servicios de agua potable y alcantarillado que, dada su naturaleza y de acuerdo con lo que estipule la Superintendencia de Servicios Sanitarios, sólo puedan ser realizadas por el prestador, tales como: el corte y reposición del  suministro a los usuarios morosos; serán determinados por esta Superintendencia y fijados por el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, y su cálculo se incluirá en los estudios de tarifas mencionados en el artículo 8°.".


2.	Telecomunicaciones.


En el caso de la legislación de telecomunicaciones, los servicios afectos a fijación de tarifas son calificados por la Comisión Resolutiva (artículo 29 de la Ley Nº18.168 de 1982, modificada por el D.F.L. Nº1 de 1987).


En base a esta calificación, se incorporan o retiran las prestaciones anexas del régimen de fijación de precios. En este sector, a través de varios instrumentos, como la calificación hecha por la Comisión referida, mediante Resolución Nº394, de fecha 19.07.93, y la Resolución que la complementa, de fecha 07.09.93, y el Decreto Nº95 del 09.03.94 del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, se han fijado los niveles tarifarios de diversas prestaciones asociadas al Servicio Público Telefónico Local prestado por la Compañía de Teléfonos de Chile, tales como la conexión telefónica, la suspensión transitoria del servicio, el cambio de número del abonado.


3.	Legislación de gas.


En materia de suministro de gas, también existen normas que permiten regular los precios de servicios asociados.


En efecto, el D.F.L. Nº323, en su artículo 31, establece que: " ... la Comisión Resolutiva, creada por decreto ley Nº211, de 1973, podrá emitir una resolución solicitando al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción la fijación de las tarifas del suministro de gas y servicios afines a todo consumidor de una determinada zona de concesión de servicio público de distribución de gas que, individualmente, consuma mensualmente menos de 100 Gigajoule.".


Agrega la misma disposición que, en cualquier momento, si las condiciones o regulaciones del mercado fueran suficientes para volver a asegurar un régimen de libre competencia, "la Comisión Resolutiva podrá emitir, de oficio o a petición de parte, una resolución dejando sin efecto la fijación de precios por parte del Ministerio para los suministros de gas que se encuentren en tal situación en virtud de una resolución anterior a ella."


En consecuencia, analizada la situación de los restantes servicios básicos domiciliarios, se puede concluir que en el caso de servicios sanitarios, la necesidad de fijar precios para las prestaciones anexas, es calificada por la Superintendencia respectiva; y en el caso de telecomunicaciones y distribución de gas, es calificada por la Comisión Resolutiva. 


Estas soluciones entregan una flexibilidad que no se encuentra en la legislación del sector eléctrico y por tanto se aprecia una asimetría regulatoria en tal sentido.





IV.	LA EXPERIENCIA COMPARADA.


El primer ejemplo podemos encontrarlo en la experiencia peruana. 


De ella se pueden destacar tres elementos: i) La propiedad de todos los empalmes y medidores es de los consumidores; ii) La concesionaria tiene la obligación permanente de mantenerlos en buen estado, y cumplida su vida útil (30 años), debe reponerlos, en cuyo caso la propiedad de dichas instalaciones sigue siendo del usuario; iii) El valor fijado por la Comisión de Tarifas del Perú establece un valor para la conservación de todo el empalme (incluyendo el medidor) que llega a ser hasta 12,5 veces más barato que el precio máximo detectado en Chile para la sola conservación del medidor. 


En el caso de Argentina, de las disposiciones vigentes se desprende que los cobros de mantenimiento de empalmes y medidores se encuentran implícitos en el cargo fijo. 


En efecto, los contratos de concesión de distribución y comercialización de energía eléctrica, establecen como obligaciones de la distribuidora: "Efectuar las inversiones, y realizar el mantenimiento necesario para garantizar los niveles de calidad del servicio definidos. De igual modo, establecen la obligación de instalar, operar y mantener las instalaciones y/o equipos, de forma tal que no constituyan peligro para la seguridad pública, respetando las normas que regulan la materia.


Por último, en el marco regulatorio de Bolivia, el cobro por la conservación de los equipos de medida no se explicita en la factura de los clientes y yace implícito en el cargo fijo. 


En otras palabras, se optó por incorporar al cargo fijo, específicamente dentro de los costos de operación y mantenimiento, los costos asociados a la conservación de los equipos de medida.


En consecuencia, las experiencias de otros países permiten observar claramente que tanto la ejecución de empalmes como el corte y reposición de suministro están regulados. Más aún, se confiere exclusivamente dicha responsabilidad a las concesionarias de distribución eléctrica.





V.	LA PROPUESTA DE LA COMISIÓN PREVENTIVA.


Los antecedentes detallados, avalados por investigaciones de la SEC y la CNE, permiten constatar que no existen las condiciones de competencia para dejar en libertad tarifaria la totalidad de las prestaciones anexas al servicio principal de suministro o de distribución de electricidad.


En efecto, a través de una investigación iniciada por consulta del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción a la Comisión Preventiva Central, recabados los antecedentes respectivos y efectuadas las investigaciones de rigor, dicho organismo dictaminó mediante C.P.C. Nº 844/120, del 28.01.93, en su Nº 3 que:


"... en el mercado de los servicios relacionados con la electricidad actualmente no regulados por la autoridad, existen imperfecciones que corresponde corregir, por constituir fuente de abusos que afectan la libre competencia.


Por lo tanto, esta Comisión considera necesario proponer que el Poder Ejecutivo promueva iniciativas legales o reglamentarías para dotar a las autoridades correspondientes de facultades reguladoras que, en el caso de actividades relacionadas con la electricidad actualmente con precios libres, pero que no se dan en condiciones de competencia, eviten los abusos derivados de situaciones monopólicas, incluso con la fijación de tarifas cuando ello fuere indispensable. Sin perjuicio de lo anterior, estima también conveniente que se estudie por quien corresponda la ampliación de las facultades fiscalizadoras, sancionadoras y resolutorias de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, para que pueda ejercerlas en las situaciones que conozca y que digan relación con los temas anteriormente explicitados, especialmente respecto de aquellos servicios que teóricamente se darían en condiciones de competencia.".


Como se ha reseñado precedentemente, la H. Comisión Resolutiva ratificó el dictamen anterior y resolvió solicitar al Supremo Gobierno la modificación de la ley vigente, en orden a establecer un mecanismo que permita fijar precios o tarifas para dichos servicios, cuando las condiciones del mercado no sean suficientes para garantizar un régimen de libertad tarifaria, solicitud que este proyecto de ley busca atender.





VI.	EL PROYECTO.


El proyecto de ley que el Ejecutivo somete a la consideración del Honorable Congreso, pretende establecer un mecanismo que, con la flexibilidad pertinente, permita regular los precios de los servicios asociados al suministro eléctrico que no se encuentran sujeto a fijación de precios, en los casos que las condiciones del mercado no constituyan suficiente garantía para un régimen de tarifas libres.


En esta materia, el proyecto, específicamente, propone introducir las siguientes modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos: 


1)	En primer término, se sustituye el numeral 5 del artículo 2º, a objeto de incluir en el régimen de precios a que hace referencia, los servicios que, conforme a este proyecto, puedan ser objeto de fijación de precios.


2)	Enseguida, se modifica el artículo 90º, que establece los suministros sujetos a fijación tarifaria, incorporando un nuevo numeral 4 para incluir entre los servicios sujetos a determinación de precios, aquellos asociados a la distribución y prestados por concesionarias que sean calificados de tal manera por la Comisión Resolutiva.


	Es decir, la fijación de precios para los servicios anexos a la distribución que prestan las concesionarias, está condicionada a la calificación previa de la Comisión Resolutiva, quien lo hará en consideración a que las condiciones existentes en el mercado no son suficientes para garantizar un régimen de libertad tarifaria.


3)	Se incorpora un nuevo artículo 107º Bis, que establece los criterios para la fijación de los precios referidos, remitiéndose para tales efectos a los criterios de eficiencia y a los estudios de costo que se aplican en la fijación de tarifas de distribución.


	El mismo artículo se ocupa de señalar que estos precios no forman parte del valor agregado de distribución; su régimen de actualización y revisión, así como la forma en que quedan liberados de la fijación tarifaria, cuando la Comisión Resolutiva así lo determine.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del Congreso Nacional, el siguiente














P R O Y E C T O  D E  L E Y:








"Articulo Unico.-	Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, de Minería, Ley General de Servicios Eléctricos:





	1)	Agrégase en el número 5 del artículo 2º, a continuación del punto (.) que se sustituye por la conjunción "y", la expresión "demás servicios asociados al suministro de electricidad o que se presten en mérito de la calidad de concesionario de servicio público.".








	2)	Modifícase el artículo 90, del Capítulo I, Título IV, de la siguiente forma:





		a)	Sustitúyese su encabezamiento por el siguiente texto:





			"ARTICULO 90º Están sujetos a fijación de precios los suministros de energía eléctrica y los servicios que a continuación se indican:".





		b)	Agrégase a continuación de su numeral 3, el siguiente número 4, nuevo:





			"4. Los servicios no consistentes en suministros de energía, prestados por las empresas en virtud de su condición de concesionarias de servicio público que, mediante Resolución de la Comisión Resolutiva, creada por el Decreto Ley Nº 211, de 1973, dictada a solicitud de la Superintendencia de Electricidad y Combustible o de cualquier interesado, sean expresamente calificados como sujetos a fijación de precios, en consideración a que las condiciones existentes en el mercado no son suficientes para garantizar un régimen de libertad tarifaria.".





	3)	Agrégase, a continuación del artículo 107º, el siguiente artículo 107º bis, nuevo:





		"ARTICULO 107º bis Los precios de los servicios a que se refiere el número 4 del artículo 90 se calcularán sobre la base de los estudios de costos y los criterios de eficiencia a que se refiere el artículo anterior. 





		Los valores resultantes no formarán parte del valor agregado de distribución, se actualizarán mensualmente de acuerdo a la variación de los índices de precios u otros que se establezcan en el decreto que los fije.





		Los precios así determinados serán sometidos a revisión y determinación de nuevos valores con ocasión del proceso de fijación de tarifas de suministros de distribución sin perjuicio de que, en cualquier momento, cuando la Comisión Resolutiva así lo determine, el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante decreto, formalice su descalificación como servicio sujeto a fijación de precios.".".








Dios guarde a V.E.,
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		Vicepresidente de la República

















	JORGE LEIVA LAVALLE
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